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Sentencia del Tribunal de Justicia en el asunto C-305/22 | C.J. (Ejecución de una condena a raíz de 

una ODE) 

Una autoridad judicial no puede denegar la ejecución de una orden de 

detención europea y asumir ella misma la ejecución de la pena sin el 

consentimiento del Estado que ha emitido esa orden 

Sin ese consentimiento, el Estado de emisión puede mantener la orden de detención europea y ejecutar él 

mismo la pena en su propio territorio 

La orden de detención europea es un procedimiento judicial simplificado, contemplado en el Derecho de la Unión, 1 

que permite la detención de una persona en el Estado miembro en el que se encuentra y su entrega al Estado 

miembro que ha emitido la orden para que se la enjuicie o para que cumpla la pena que se le haya impuesto. En 

este ámbito, los principios de confianza y reconocimiento mutuos constituyen las bases de la cooperación judicial 

en materia penal y consagran una norma importante: los Estados miembros están obligados a ejecutar toda orden 

de detención europea. Por tanto, la ejecución de dicha orden solo puede denegarse excepcionalmente. En esta 

sentencia, el Tribunal de Justicia explica por qué la denegación de la ejecución de una orden de detención europea a 

fin de ejecutar la pena en el Estado en el que reside la persona contra la que se dirige dicha orden solo es válida si la 

autoridad judicial de ejecución se atiene a los requisitos y al procedimiento para el reconocimiento de la sentencia 

condenatoria y para la asunción de la ejecución de dicha pena, que se contempla en otra normativa de la Unión. 

En 2017, un ciudadano rumano fue condenado por el Tribunal Superior de Bucarest a una pena de prisión, que 

adquirió firmeza el 10 de noviembre de 2020. El 25 de noviembre de 2020, el citado tribunal emitió contra esa 

persona una orden de detención europea para la ejecución de la condena. El 29 de diciembre de 2020, dicha 

persona fue detenida en Italia. No obstante, las autoridades judiciales italianas denegaron la entrega de la persona 

en cuestión a las autoridades rumanas. En contrapartida, esas autoridades decidieron reconocer la sentencia 

condenatoria del Tribunal Superior de Bucarest y ejecutar la pena en Italia. Consideraron, en efecto, que ello 

incrementaría las posibilidades de reinserción social de esa persona, que residía de forma legal y efectiva en Italia. 

Asimismo, las autoridades judiciales italianas dedujeron de la duración inicial de la pena los períodos de privación 

de libertad que ya había cumplido en Italia y acordaron su arresto domiciliario con suspensión simultánea. Por su 

parte, las autoridades judiciales rumanas se opusieron tanto al reconocimiento de la sentencia condenatoria como 

a su ejecución en Italia. Sostenían que la orden de detención europea emitida contra el ciudadano rumano seguía 

vigente. Por ende, según las autoridades rumanas, la persona debía ser entregada y su pena debía ser ejecutada no 

en Italia, sino en Rumanía. 

El Tribunal Superior de Bucarest, que conoce del litigio, decidió preguntar al Tribunal de Justicia, en particular, si la 

denegación de la entrega de una persona objeto de una orden de detención europea emitida para ejecutar una 

pena privativa de libertad presupone que el Estado de emisión haya prestado su consentimiento a que la pena se 

ejecute en otro Estado miembro. Además, se pregunta si, cuando el Estado de emisión no ha dado su 
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consentimiento a esa asunción de la ejecución de conformidad con las normas específicas del Derecho de la Unión 

en la materia, 2 dicho Estado conserva el derecho a ejecutar la pena y, por tanto, a mantener la orden de detención 

europea. 

En su sentencia, el Tribunal de Justicia recuerda, para empezar, que la orden de detención europea se basa en el 

principio de confianza mutua, y que la denegación de la ejecución es una excepción, que siempre debe 

interpretarse de forma estricta. 

Por tanto, los órganos judiciales del Estado miembro que deniega la ejecución de la orden de detención europea 

para que la condena se ejecute en el territorio de dicho Estado deben obtener el consentimiento de los órganos del 

Estado miembro de emisión en cuanto a la asunción de la ejecución de la pena impuesta en este último Estado. Ese 

consentimiento implica la transmisión al Estado miembro de ejecución de la sentencia condenatoria dictada por el 

Estado miembro de emisión, junto con un certificado. Sin ese consentimiento, no se cumplen los requisitos para la 

asunción de la ejecución y la persona de que se trate debe ser entregada. En efecto, el objetivo de incrementar las 

posibilidades de reinserción social, invocado por las autoridades italianas, no es absoluto y debe conciliarse con la 

norma de principio según la cual los Estados miembros están obligados a ejecutar toda orden de detención 

europea. 

Habida cuenta de las diferentes funciones de la pena en la sociedad, los órganos del Estado miembro en el que una 

persona ha sido condenada a una pena privativa de libertad pueden basarse legítimamente en consideraciones de 

política penal propias para justificar que la pena impuesta se ejecute en su territorio y, por tanto, rehusar la 

transmisión de la sentencia condenatoria y del certificado para la ejecución de la condena en otro Estado miembro. 

En cualquier caso, si la denegación de la ejecución de una orden de detención europea se ha realizado 

incumpliendo los requisitos esenciales y el procedimiento establecido por el Derecho de la Unión, la orden de 

detención europea sigue vigente, y el Estado que la ha emitido conserva el derecho a ejecutar en su propio 

territorio la pena impuesta. 

NOTA: La remisión prejudicial permite que los tribunales de los Estados miembros, en el contexto de un litigio del 

que estén conociendo, interroguen al Tribunal de Justicia acerca de la interpretación del Derecho de la Unión o 

sobre la validez de un acto de la Unión. El Tribunal de Justicia no resuelve el litigio nacional, y es el tribunal nacional 

quien debe resolver el litigio de conformidad con la decisión del Tribunal de Justicia. Dicha decisión vincula 

igualmente a los demás tribunales nacionales que conozcan de un problema similar. 

Documento no oficial, destinado a los medios de comunicación y que no vincula al Tribunal de Justicia. 

El texto íntegro y, en su caso, el resumen de la sentencia se publican en el sitio CURIA el día de su pronunciamiento. 

Contactos con la prensa: Cristina López Roca ✆  (+352) 4303 3667. 

Tiene a su disposición imágenes del pronunciamiento de la sentencia en «Europe by Satellite» ✆  (+32) 2296 4106. 

 

 

 
 

1 Decisión Marco 2002/584/JAI del Consejo, de 13 de junio de 2002, relativa a la orden de detención europea y a los procedimientos de entrega entre 

Estados miembros. 

2 Decisión Marco 2008/909/JAI del Consejo, de 27 de noviembre de 2008, relativa a la aplicación del principio de reconocimiento mutuo de sentencias 

en materia penal por las que se imponen penas u otras medidas privativas de libertad a efectos de su ejecución en la Unión Europea. 
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